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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA - SUB SECCIÓN “A”

CONSEJERO PONENTE: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 

Bogotá, D.C., cuatro (4) de diciembre de dos mil trece (2013)

Radicación No. 25000233700020130127001 

IMPUGNACIÓN SENTENCIA 

ACTOR: JUAN GREGORIO DOMINGUEZ CARRASCAL 
Se decide la impugnación interpuesta por el señor Juan Gregorio Domínguez Carrascal contra la sentencia proferida el 7 de octubre de 2013 por la Subsección A de la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

 

ANTECEDENTES:

 

En ejercicio de la acción de tutela, JUAN GREGORIO DOMINGUEZ CARRASCAL solicita al Tribunal amparar sus derechos de petición, debido proceso y defensa que considera vulnerados por la omisión de respuesta a la solicitud formulada el 29 de mayo de 2013, mediante la cual se requirió el cambio de radicación dentro de la actuación disciplinaria No. IUC-D-2012-608-570343; además, porque en el fallo disciplinario de primera instancia proferido por la Procuraduría Provincial de Sincelejo el 29 de agosto de 2013, se incurrió en defecto fáctico al carecer el juez de sustento probatorio para su decisión y defecto procedimental por actuar al margen del procedimiento establecido. 

Como consecuencia de tal declaración pide ordenar al Procurador General de la Nación y/o su delegado para asuntos disciplinarios, dar respuesta a la solicitud de cambio de radicación formulada el 29 de mayo de 2013 y la solicitud de revocatoria directa del fallo de agosto 29 de 2013, proferido por el Procurador Provincial de Sincelejo y ordenar que se deje sin efecto el referido fallo y se declare la nulidad de todo lo actuado desde la audiencia de agosto 20 de 2013, por haber vulnerado los derechos al debido proceso y defensa.  

Relata que en diciembre de 2012 tuvo conocimiento de un proceso disciplinario seguido en su contra a causa de una queja formulada por Orlando Luis Coley Hernández, debido a que la administración municipal de Morroa no había dado cumplimiento a unos fallos de tutela contra los municipios de Galeras y Sincé en que se ordenó posesionarlo como Gerente de la ESE Centro de Salud San Blas de Morroa, que eran contrarios a unos fallos emitidos por juzgados de Bogotá y por la Corte Suprema de Justicia. 

Cuenta que en dicha actuación disciplinaria, actuó en su nombre y representación el abogado Javier Arturo Ramírez. 

Aduce que por tratarse de una actuación disciplinaria en que se vislumbraban intereses políticos que cercenaban el principio de imparcialidad, el 29 de mayo de 2013 presentó una solicitud de cambio de radicación ante la Procuraduría General de la Nación, sin que hasta la fecha haya sido resuelta. 

Dice que en el transcurrir del proceso disciplinario, su apoderado renunció a continuar con su defensa, lo que conllevó la designación del abogado Luis Felipe Aguirre Vásquez, para que continuara con su representación; ello ocurrió el 9 de agosto de 2013. 

Indica que realizada tal designación, el Procurador Provincial de Sincelejo programó la audiencia de alegatos de conclusión para el 20 de agosto de 2013; sin embargo, como el apoderado reside en Medellín no le fue posible asistir a la diligencia, a causa del paro minero en virtud del cual estuvo cerrado el paso a la altura del municipio de Caucasia. 

Informa que junto con la excusa médica presentada por el apoderado, hizo referencia a un procedimiento médico que se le realizaría el 26 de agosto de 2013, lo que le impediría su asistencia a la audiencia de lectura de fallo que estaba programada para el 27 del mismo mes y año; llegado este día, se fijó el 29 siguiente para leer finalmente el fallo; sin embargo, como su apoderado aún se encontraba convaleciente, decidió renunciar al mandato, con el ánimo de que el Procurador Provincial designara un apoderado para su defensa; no obstante, no se procedió de conformidad y en su lugar, se dio lectura al fallo sancionatorio sin abogado defensor. 

La situación anterior genera un perjuicio irremediable, al impedir el acceso a la jurisdicción contenciosa administrativa en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, ante la imposibilidad de agotar la vía gubernativa, máxime cuando la decisión quedó notificada en estrados.  

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El apoderado de la Procuraduría General de la Nación se refirió puntualmente a las actuaciones desarrolladas dentro del trámite disciplinario y adujo maniobras dilatorias realizadas por el demandante y sus apoderados durante el trámite, lo que produjo demoras en el trámite de la actuación disciplinaria. 

Señaló que en el proceso seguido contra el actor, la administración garantizó los principios de legalidad, celeridad, oralidad, publicidad, debido proceso, derecho de defensa y efectividad del derecho sustancial. 

Sostuvo que las maniobras dilatorias continuaron incluso con posterioridad al fallo disciplinario, pues el demandante instauró otra tutela con base en los mismos hechos, que fue decidida improcedente por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Sincelejo y cuya segunda instancia se encuentra en trámite en el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Sincelejo. 

En torno a la presunta violación del derecho de defensa y debido proceso por haberse procedido a la lectura del fallo a pesar de que el actor no tenía apoderado, señaló que si bien en la audiencia de fallo se admitió la renuncia del apoderado, ello no implica que él no hubiera tenido el deber de asistir en defensa de su representado durante dicho trámite, toda vez que en virtud de lo dispuesto en el artículo 69 del C.P.C. la renuncia al poder solo pone fin al mandato después de 5 días de la notificación por estado de su aceptación; por lo tanto, era su obligación continuar en ejercicio de su función hasta dicho término.  

LA SENTENCIA APELADA
 

El Tribunal accedió al amparo del derecho de petición y rechazó por improcedente la solicitud de amparo de los derechos al debido proceso y defensa.

Consideró que no se daban los presupuestos para configurar la actuación temeraria del demandante por haber iniciado otra acción de tutela tramitada ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Sincelejo, por no existir identidad de partes, ni identidad de objeto. 

Adujo que la acción de tutela no está concebida para atacar actos sancionatorios, pues existen otros mecanismos de defensa judicial para controlar su legalidad; además, a partir de la imposición de una sanción no se puede hacer configurar un perjuicio irremediable. 

Dijo que la audiencia de fallo podía válidamente realizarse sin la presencia del demandante y de su apoderado, al tenor de lo dispuesto en el artículo 106 del C.D.U. y que si bien es cierto su apoderado allegó memorial informando su imposibilidad de presentarse a la audiencia de fallo debido a cuestiones médicas y renunciando al poder que le fuera conferido, dicha renuncia solo se hacía efectiva hasta 5 días después de su aceptación, sin que fuera dable exigir a la Procuraduría, suspender la celebración de la audiencia por la ausencia del abogado de la parte. 

Con fundamento en lo anterior, concluyó que fue el demandante quien no ejerció su derecho de defensa y contradicción en las etapas previstas por la ley para controvertir la decisión disciplinaria y por tal razón no puede hacer uso de la acción de tutela como mecanismo paras suplir las instancias procesales de que no hizo uso en la oportunidad correspondiente, lo que torna improcedente el ejercicio de la acción de tutela con miras al amparo de los derechos al debido proceso y defensa. 

Finalmente sostuvo que el demandante radicó petición el 29 de mayo de 2013, con miras al cambio de radicación del proceso disciplinario y en el expediente no obra prueba de que hubiera sido resuelta, lo que permite asegurar que tal derecho fue conculcado y procede su amparo. 

LA IMPUGNACIÓN
 

Inconforme con la sentencia del Tribunal, el apoderado del demandante la impugnó en la oportunidad procesal. Afirmó que la sentencia del a quo adoleció de pronunciamiento en torno al defecto fáctico alegado en la demanda; insistió en que al cercenar el agotamiento de la vía gubernativa, se causa un perjuicio irremediable en su contra, razón por la cual solicitó el amparo de sus derechos y la consecuente suspensión de los efectos de la providencia proferida por la Procuraduría Provincial de Sincelejo el 29 de agosto de 2013 en la actuación disciplinaria identificada con el No. IUC-D-2012-608-570343. 

Se decide, previas estas 

CONSIDERACIONES

Problema Jurídico

Corresponde a la Sala analizar si la Procuraduría Provincial de Sincelejo violó los derechos de defensa y debido proceso al señor Juan Gregorio Domínguez Carrascal dentro de la actuación disciplinaria adelantada en su contra bajo el radicado No. IUC-D-2012-608-570343. 

El demandante considera que la decisión disciplinaria carece de sustento probatorio suficiente, pues las pruebas arrimadas al proceso dan cuenta de que su actuar ha estado orientado por los lineamientos de la buena fe, imparcialidad y transparencia, lo que impedía imponer en su contra la sanción de destitución e inhabilidad como lo hizo el juzgador disciplinario. 

Así mismo, consideró que careció de defensa técnica al no haber estado asistido por un apoderado que lo representara durante la audiencia de fallo, debido a la renuncia que presentó quien venía ejerciendo su defensa. 

En torno al primer argumento citado, esta Corporación considera que el cuestionamiento respecto del análisis y valoración de pruebas dentro de una actuación disciplinaria, escapa al ámbito de competencia del juzgador de tutela, toda vez que tales circunstancias deben ser objeto de análisis bien en sede administrativa, mediante el uso de los recursos en vía gubernativa o, en sede judicial controvirtiendo las decisiones adoptadas por la administración, por lo que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para realizar el análisis correspondiente, por contar con otro mecanismo de defensa judicial. 

Ahora bien, en lo que respecta a la violación de los derechos al debido proceso y derecho a la defensa, por falta de defensa técnica del demandante durante la investigación y el juzgamiento, la Sala realizará el siguiente análisis: 

De folio 521 a 529 del expediente se aportó copia de la excusa presentada el 23 de agosto de 2013 por el abogado Luis Felipe Aguirre Vásquez, quien dentro de la actuación disciplinaria actuaba en calidad de defensor del disciplinado y aquí demandante, en la que informó al Procurador Provincial de Sincelejo que su incapacidad para asistir a la audiencia de alegatos de conclusión estuvo motivada por diferentes causales: i) la imposibilidad de programar una defensa adecuada, dado el poco tiempo con que contaba para enterarse del proceso
; ii) el deber de comparecer a una audiencia penal previamente programada para la semana del 20 del mismo mes y año que se llevaría a cabo en la ciudad de Medellín; iii) su delicado estado de salud, en virtud del cual debía realizar sus desplazamientos en forma terrestre. 

De igual manera informó que aun a pesar de que tal solicitud de aplazamiento no fue acogida, intentó dirigirse a la Procuraduría con el fin de atender debidamente sus funciones de defensor; sin embargo, estuvo suspendido en la carretera porque el paso en la vía estaba restringido y ello impidió llegar oportunamente a la audiencia programada.

Bajo el anterior argumento, solicitó fijar nueva fecha para la audiencia de alegatos de conclusión y previamente practicar unas pruebas necesarias para ejercer debidamente la defensa, dado que recibió su designación como defensor ad portas de la etapa de alegatos de conclusión. 

De igual manera dio a conocer al despacho de la Procuraduría, que el día 26 de agosto tenía programada una cirugía, que le concedería aproximadamente 20 días de incapacidad, para lo cual allegó copia de la historia clínica (fl. 530). 

No obstante lo anterior, la excusa presentada fue declarada infundada, mediante decisión del mismo 23 de agosto, según se señaló en el numeral 13 de la contestación de la demanda. 

En la audiencia de alegatos de conclusión celebrada el 20 de agosto de 2013, se fijó como fecha para proferir el fallo de primera instancia, el 27 de agosto de 2013. 

Sin embargo, como contra la providencia de agosto 23 que declaró infundada la excusa del defensor del demandante, se presentó recurso de reposición, este fue resuelto desfavorable el 26 del mismo mes y año y se reprogramó la audiencia de fallo para el 29 de agosto
. 

Obra a folio 359 del expediente copia de la renuncia al poder allegada por el abogado Luis Felipe Aguirre Vásquez, quien actuaba como apoderado del demandante en el trámite disciplinario a que alude la solicitud de tutela, radicado el 29 de agosto de 2013 a las 11:50 am. 

La mencionada renuncia de poder fue aceptada en la audiencia celebrada en esa misma fecha por la Procuraduría Provincial de Sincelejo, según consta a folio 361 del expediente, procediendo a emitir la decisión disciplinaria sin comparecencia del disciplinado, ni de su apoderado y sin haber designado defensor de oficio.

La entidad demandada justifica su decisión de proseguir con el curso del trámite, en lo dispuesto en el artículo 69 del C.P.C. en virtud del cual la renuncia al poder no pone fin al mandato sino hasta 5 días después de haberse notificado por estado el auto que la admita y porque la decisión se podía emitir aun sin presencia de las partes, de conformidad con lo previsto en el artículo 106 del Código Disciplinario Único, cuyo tenor literal es el siguiente: 

“ARTÍCULO 106. NOTIFICACIÓN EN ESTRADO. Las decisiones que se profieran en audiencia pública o en el curso de cualquier diligencia de carácter verbal se consideran notificadas a todos los 
sujetos procesales inmediatamente se haga el pronunciamiento, se encuentren o no presentes.” 

En efecto, de conformidad con lo previsto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Civil la renuncia al poder no pone fin a esa designación, sino hasta 5 días después de que se notifique por estado la decisión que admita tal renuncia. 

No obstante ello, tal como lo señaló el apoderado de la entidad demandada, se trataba de un proceso disciplinario seguido mediante el  trámite verbal, en virtud del cual el fallo quedaría ejecutoriado al finalizar la audiencia, en el evento de que no fuere impugnado, al tenor de lo dispuesto en el artículo 179 del C.D.U., lo que implica que al no estar presente el demandante, ni su apoderado, era evidente que el implicado no podía ejercer su derecho de defensa respecto a lo allí decidido. 

 La Sala considera que si bien es cierto el artículo 106 del C.D.U. faculta a la autoridad disciplinaria para proferir decisiones y notificarlas por estrado, cuando estas se emiten dentro de una audiencia pública, aun a pesar de que las partes no se encuentren presentes, en ocasiones en que se encuentre debidamente justificada su no comparecencia, el operador disciplinario no solo se debe sujetar a los términos  perentorios que la ley le concede para emitir decisión en una actuación disciplinaria como la seguida contra el actor, sino que también debe velar por el amparo del derecho de defensa del disciplinado. 

En el caso que nos ocupa, estaba plenamente justificada la inasistencia del apoderado del demandante, quien previamente había informado acerca de una cirugía que se realizaría para una fecha próxima a la celebración de la audiencia de fallo y la incapacidad que ella acarrearía; la que en efecto se practicó el día 26 de agosto de 2013, como se comprueba con la documental obrante a folio 559 y generó una incapacidad médica de 15 días, es decir, que tenía vigencia en la fecha de celebración de la audiencia de fallo -29 de agosto de 2013-. 

Así las cosas, es evidente que el apoderado del actor sabía que la renuncia de poder que previamente había presentado solo surtía efectos  hasta 5 días después de la notificación de su aceptación y por ello debía continuar en ejercicio de su mandato, incluso durante la referida audiencia de fallo; no obstante, su no comparecencia a la audiencia no fue arbitraria ni inmotivada, pues tenía total justificación para no asistir en la fecha y hora previamente fijadas por el despacho para la lectura del fallo disciplinario, razón por la cual el funcionario, al conocer las razones médicas de su inasistencia, que por fuerza mayor impedían su presencia en la audiencia, debió suspenderla con el ánimo de conceder al disciplinado la oportunidad de designar un nuevo apoderado o nombrar un defensor de oficio, garantizando de ese modo el derecho de defensa técnica que le asistía y que orienta el procedimiento disciplinario al tenor del artículo 17 del C.D.U. y del artículo 29 de la Constitución Política. 

Para la Sala es claro que previo a la celebración de la audiencia de fallo, el apoderado del disciplinado presentó una excusa que justificaba su inasistencia a la audiencia y además de ello dimitió de la designación otorgada para ejercer la defensa del disciplinado; por lo tanto, a juicio de la Sala, dicha audiencia fue celebrada sin que el demandante contara con la posibilidad de ejercer apropiadamente su derecho de defensa, lo que redundó en la imposibilidad de agotar la vía gubernativa y ello redunda en la imposibilidad de un futuro acceso a la vía judicial para controvertir lo decidido por el ente disciplinario. 

En las anteriores condiciones, la Sala amparará el derecho al debido proceso y defensa del demandante, disponiendo dejar sin efecto la audiencia de fallo celebrada el día 29 de agosto de 2013 en la actuación disciplinaria No. IUC D-2012-608-570343 y, en su lugar, dispondrá que se fije una nueva audiencia para lo pertinente, previa notificación al demandante de la fecha en que será celebrada la nueva audiencia para que él, si a bien lo tiene, designe nuevo apoderado y, en el evento de que en la fecha fijada no comparezca él, ni quien lo represente, el Procurador Provincial disponga la designación de un defensor de oficio. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A” administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

REVÓCASE el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia de 7 de octubre de 2013 proferida por la Subsección A de la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en cuanto rechazó por improcedente la solicitud de amparo de los derechos al debido proceso y defensa del señor Juan Gregorio Domínguez Carrascal. En su lugar, se dispone:

1.- AMPÁRANSE los derechos al debido proceso y defensa del señor Juan Gregorio Domínguez Carrascal, de conformidad con lo manifestado en las consideraciones de esta providencia. 

En consecuencia, déjase sin efecto la audiencia celebrada el 29 de agosto de 2013 en el proceso disciplinario identificado bajo el radicado IUC-D-2012-608-570343, así como la decisión disciplinaria allí adoptada. 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Procurador Provincial de Sincelejo, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, deberá fijar nueva fecha para la realización de la referida audiencia, fecha que deberá ser previamente notificada al señor Juan Gregorio Domínguez Carrascal, para que este, si a bien lo tiene, proceda a designar apoderado que lo represente. En el evento de que al momento de realizar la audiencia el disciplinado o su apoderado no asistan a la misma, deberá designar defensor de oficio, para que ejerza la defensa técnica del implicado. 

2.- Confírmase en lo demás la providencia recurrida. 

3.- Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN
      ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Memorial radicado el 9 de agosto de 2013 (fl. 332); sin embargo, según el numeral 12 la contestación de la demanda, la audiencia programada para ese mismo día 9 de agosto, sí fue aplazada para el 20 del mismo mes y año. 


� Según lo relatado en el numeral 14 de la contestación de la demanda. 
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